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AMPARO EN REVISIÓN 674/2012
QUEJOSA: **********
PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSío DÍAZ

SECRETARIO: JORGE JIMÉNEZ JIMÉNEZ

S U M A R I O

A la quejosa **********, la Administración Local de Auditoría Fiscal de Naucalpan, Estado de México le determinó los créditos fiscales **********, **********, y **********, por la cantidad de $**********, por concepto de Impuesto al Valor Agregado (IVA) por el ejercicio comprendido del uno de enero al treinta y uno de diciembre de dos mil cinco. Por lo que la quejosa promovió demanda de amparo indirecto ante Juzgado de Distrito en contra de los artículos 1-A, fracción III y 9, fracción IX de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, a partir del primer acto de aplicación que consistió en la determinación de los créditos fiscales referidos. Dicho Juzgado dictó sentencia el diecinueve de junio de dos mil doce en la que determinó, por una parte, sobreseer en el juicio de amparo y, por otra, negarlo y concederlo. La quejosa y el Administrador Local de Auditoría Fiscal de Naucalpan interpusieron recursos de revisión en contra de la resolución referida, los cuales resolvió el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región en el sentido de declarar firmes los sobreseimientos decretados en el juicio de amparo y remitir el expediente a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en virtud de que no tiene competencia para conocer del tema. En esencia, la litis constitucional en el presente caso versa sobre la cuestión referente a la inconstitucionalidad de los artículos 1-A, fracción III y 9, fracción IX de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

C U E S T I O N A R I O

¿El juez de amparo al dictar la sentencia recurrida omitió estudiar debidamente la litis de todos los conceptos de violación formulados por la quejosa en contra de los preceptos reclamados?

¿Es contrario al principio de legalidad tributaria el criterio del juez de distrito al resolver que los conceptos de establecimiento permanente y retención de contribuciones, sí pueden ser utilizados en las leyes fiscales sin necesidad de definirlos, dado que son de clara comprensión y no se refieren al objeto de la contribución?

Si el juez federal consideró que el depósito fiscal permite retirar las mercancías para que sean importadas en forma definitiva, esto es, para ser introducidas en territorio nacional, ¿está reconociendo de manera implícita que antes del retiro definitivo la enajenación no se realiza en territorio nacional, al no haber sido importadas definitivamente las mercancías?

¿Confundió la litis el juez de amparo al analizar el concepto de violación segundo evidenciando que desconoce la forma en que el IVA está estructurado, al fallar que el depósito fiscal no debe quedar exento de dicho impuesto?

¿Es equivocado el criterio del juez de amparo al resolver que los preceptos reclamados no ocasionan un fenómeno de doble tributación? 

México, Distrito Federal, La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al día seis de febrero de dos mil trece emite la siguiente: 

S E N T E N C I A

Mediante la que se resuelven los autos relativos al juicio de amparo en revisión 674/2012, promovido por el autorizado legal de **********y el Administrador Local de Auditoría Fiscal de Naucalpan, Unidad Administrativa del Servicio de Administración Tributaria, por conducto del Administrador Local Jurídico de Naucalpan, en contra de la sentencia dictada el diecinueve de junio de dos mil doce, por el Juzgado Primero de Distrito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, en el expediente auxiliar 229/2012 del índice de ese órgano, en relación con el juicio de amparo indirecto 1222/2011-VII, del Juzgado Décimo de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez.

I. ANTECEDENTES

1. De la revisión efectuada a las constancias de autos, destacan los siguientes hechos:
2. La Administración Local de Auditoría Fiscal de Naucalpan con sede en Tlalnepantla de Baz, Estado de México, mediante oficio 500-71-04-03-03-2011-39694, de treinta y uno de agosto de dos mil once, notificó a la quejosa, el ocho de septiembre de dos mil once, la determinación de los créditos fiscales **********, **********, ********** y **********, por la cantidad de $**********, por concepto de impuesto al valor agregado del ejercicio fiscal comprendido del uno de enero al treinta y uno de diciembre de dos mil cinco
.

II. TRÁMITE

3. Demanda de amparo. **********, por conducto de su representante legal presentó el veintinueve de septiembre de dos mil once, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de México, demanda de amparo indirecto mediante la cual solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se precisan:

AUTORIDAD RESPONSABLE:

· Cámara de Diputados
· Cámara de Senadores 
· Presidente de la República 
· Secretario de Gobernación 
· Director del Diario Oficial de la Federación 
· Secretario de Hacienda y Crédito Público 
· Jefe del Servicio de Administración Tributaria 
· Administrador General de Auditoría Fiscal Federal 
· Administración Local de Auditoría Fiscal de Naucalpan, con sede en Tlalnepantla de Baz, Estado de México.
ACTO RECLAMADO:
· De la primera, segunda y tercera autoridades citadas reclamó la discusión, aprobación y expedición de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y, en específico, el artículo 1-A de la misma ley.
· De la cuarta autoridad señalada reclamó la orden de publicación y refrendo de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y, en específico, el artículo 1-A de la misma ley.
· De la quinta autoridad citada demandó la publicación de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y, en específico, el artículo 1-A de la misma ley.
· De la sexta autoridad mencionada reclamó la aplicación de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y en específico el artículo 1-A de la misma ley y la aprobación, emisión y expedición de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y, en específico, el artículo 1-A de la misma ley.

· De la séptima, octava y novena autoridad señaladas demandó la aplicación, aprobación, emisión y expedición de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y en específico el artículo 1-A de la misma ley. Reclamó en forma concreta el primer acto de aplicación de ese ordenamiento legal, consistente en el oficio 500-71-04-03-2011, expediente 324-SAT-09-53-2010-IDD1500002/10, emitido por el Administrador Local de Auditoría Fiscal de Naucalpan, con sede en Tlalnepantla de Baz, Estado de México.

4. La solicitante de la tutela federal señaló como derechos violados los contenidos en los artículos 1, 14, 16 y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; narró los antecedentes del acto reclamado y expresó los conceptos de violación que estimó pertinentes
.
5. Trámite de la demanda de amparo. Por razón de turno tocó conocer de la demanda de amparo al Juzgado Décimo de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, en el que su titular, mediante proveído de treinta de septiembre de dos mil once, ordenó formar y registrar su expediente, al que correspondió el número 1222/2011-VII
.
6. El siete de mayo de dos mil doce, el juez de distrito remitió los autos al Juzgado Primero de Distrito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, para su resolución, en cumplimiento al oficio SECJACNO/CON/1287/2011 del Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Adscripción y Creación de Nuevos Órganos
.

7. Sentencia del juicio de amparo. El once de mayo del año de dos mil doce, el secretario encargado del despacho en términos del artículo 43 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, tuvo por recibidos los autos y lo radicó con el número 229/2012. La sentencia fue dictada el diecinueve de junio de dos mil doce
. En ella, se determinó, por una parte, sobreseer en el juicio de amparo y, por otra, negar y conceder el amparo y protección solicitado, por los motivos precisados en el considerando séptimo y para los efectos manifestados en la parte final del considerando octavo, respectivamente
.

8. Interposición de los recursos de revisión. La quejosa ********** y el Administrador Local de Auditoría Fiscal de Naucalpan, Unidad Administrativa del Servicio de Administración Tributaria, por conducto del Administrador Local Jurídico de Naucalpan, interpusieron recursos de revisión en contra de la resolución referida anteriormente, por escritos presentados, respectivamente, el trece de julio de dos mil doce
, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez y el seis de julio de dos mil doce
, ante el juzgado de distrito citado. El juez de distrito les dio trámite y ordenó la remisión del asunto al tribunal colegiado en turno para su substanciación
.

9. Trámite de los recursos de revisión ante el tribunal colegiado. De los recursos interpuestos tocó conocer al Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, en el que su presidente, por auto de dos de agosto de dos mil doce, ordenó formar y registrar el expediente, al que correspondió el número A.R. 228/2012 y, los admitió a trámite
.
10. El seis de septiembre de dos mil doce, el Presidente del tribunal colegiado remitió los autos al Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, para su resolución, en cumplimiento al oficio SECJACNO/CON/2063/2012 del Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Adscripción y Creación de Nuevos Órganos
.

11. El diez de septiembre de dos mil doce, el Magistrado Presidente de ese órgano colegiado, tuvo por recibidos los autos y lo radicó con el número 875/2012
. La sentencia fue dictada en sesión de dieciocho de octubre de dos mil doce, en la que se resolvió declarar firmes los sobreseimientos decretados en el juicio de amparo y remitir el expediente a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para que resuelva la cuestión referente a la inconstitucionalidad de los artículos 1-A, fracción III y 9, fracción IX de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, vigente en dos mil cinco
.
12. Trámite de los recursos de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El Presidente de este Alto Tribunal, mediante acuerdo dictado el seis de noviembre de dos mil doce, tuvo por recibido el asunto y lo registró bajo el número 674/2012
. Señaló que se asumía competencia original para conocer del amparo en revisión hecho valer por la parte quejosa y del que formula la autoridad responsable y que el recurso de revisión se hacía valer en contra de un fallo en el que se decidió sobre la constitucionalidad de los artículos 1-A, fracción III y 9, fracción IX de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, vigente en dos mil cinco. Además, ordenó que se turnara al Ministro José Ramón Cossío Díaz, en términos del artículo 81 del Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, asimismo, envió los autos a la Primera Sala a la que está adscrito, a fin de que su Presidente dictara el acuerdo de radicación respectivo; finalmente, ordenó la notificación correspondiente a las autoridades responsables y a la Procuradora General de la República, para los efectos legales conducentes. 

13. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se avocó al conocimiento del asunto, por medio de acuerdo de trece de noviembre de dos mil doce, dictado por el Presidente de la misma; asimismo, se ordenó que en su oportunidad se remitiera el asunto al Ministro José Ramón Cossío Díaz para la elaboración del proyecto de resolución
.

III. COMPETENCIA

14. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 84, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo; 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 47, en relación con los artículos 14 a 17, todos ellos del Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día uno de abril de dos mil ocho; y conforme a lo previsto en el Punto Cuarto, en relación con el Tercero, fracción II, del Acuerdo General Plenario 5/2001, emitido el veintiuno de junio del año dos mil uno y publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve del mismo mes y año, en virtud de que se interpuso en contra de una sentencia dictada por un juez de distrito en la audiencia constitucional de un juicio de amparo, en el que se cuestionó la constitucionalidad de un ordenamiento federal, como lo son los artículos 1-A, fracción III y 9, fracción IX de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, vigente en dos mil cinco. 
15. Cabe señalar que en el caso, no se justifica la competencia del Tribunal Pleno para conocer del presente asunto, en términos del punto Tercero, fracción II, del Acuerdo General Plenario 5/2001, en atención al sentido de la presente resolución.

16. Oportunidad del recurso. No será necesario analizar la oportunidad con la que fueron interpuestos el recurso de revisión de la parte quejosa, así como el recurso de revisión de la autoridad responsable, en virtud de que de ello ya se ocupó el tribunal colegiado que previno en el conocimiento del asunto, y concluyó que se presentaron oportunamente.
IV. LEGITIMACIÓN

17. El autorizado de la quejosa recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, al haber sido reconocido tal carácter por el juez federal, en auto de treinta de septiembre de dos mil once
, que dispone:
[…]

Por otra parte, se tienen por autorizadas a las personas que refiere en el escrito de demanda, de conformidad en lo dispuesto, por el segundo párrafo del numeral 27, de la Ley de Amparo, quienes gozarán de las amplias facultades que otorga el mencionado ordenamiento una vez que acrediten fehacientemente ejercer la profesión de licenciado en Derecho, tener su cédula profesional, debidamente registrada en el referido Sistema Computarizado y lo comuniquen mediante nueva promoción al presente expediente
. 





(Énfasis y subrayado añadidos)

[…]

18. Debe precisarse que de autos no se advierte que la quejosa haya desahogado el requerimiento precisado anteriormente, ni que el juez de distrito haya requerido nuevamente a la impetrante en este sentido.

19. Sin embargo, de la consulta al Sistema Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho, ante los Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito se advierte que el autorizado de la peticionaria de amparo sí cuenta con su cédula profesional registrada y, por ende, está legitimado para la interposición del recurso de revisión.
20. Por otra parte, no se realizará pronunciamiento respecto a la legitimación de quien interpone el recurso de revisión en representación de la autoridad responsable en razón de que únicamente versa sobre las causales de improcedencia en el juicio, tema que agotó el tribunal colegiado de circuito que conoció del asunto.

V. PROCEDENCIA

21. El recurso de revisión interpuesto por la solicitante de la tutela federal resulta procedente, en virtud de que se hace valer en contra de una sentencia dictada por un juez de distrito en la audiencia constitucional de un juicio de amparo en la cual se cuestionó la constitucionalidad de los artículos 1-A, fracción III y 9, fracción IX de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, vigente en dos mil cinco.

22.  De este modo, se surten los extremos del Punto Cuarto, en relación con el Tercero, fracción II, del Acuerdo General Plenario 5/2001, emitido el veintiuno de junio del año dos mil uno y publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve del mismo mes y año.

VI. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS

23. Delimitación de la litis de constitucionalidad, reserva de jurisdicción y remisión de autos al tribunal colegiado. En principio, cabe precisar que de los ocho agravios formulados por la recurrente, en este recurso sólo se analizarán del primero al quinto, por versar sobre aspectos referentes al criterio del juez de distrito plasmado en la sentencia recurrida por el que se validó la constitucionalidad de los preceptos reclamados.

24. Por el contrario, no serán motivo de estudio los motivos de queja sexto a octavo, ya que estos tratan de cuestiones de legalidad, relativas al derecho que aduce tener la recurrente de acreditar el saldo a favor reconocido por una de las autoridad responsables; la falta de fundamentación y motivación de la que adolece la sentencia recurrida al dejar de aplicar el artículo 5 del Código Fiscal de la Federación y, la incongruencia de dicha sentencia al dejar de aplicar de manera debida los numerales 71 y 76, fracción II, del último ordenamiento invocado.
25. En consecuencia, como en este asunto subsiste el problema vinculado a aspectos de legalidad, pues no se advierte que exista alguno relacionado con interpretación de algún precepto de la Constitución, no se está en el caso de que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación deba analizar tales cuestiones. 

26. En cambio, es el tribunal colegiado que conoció del asunto, quien debe resolver respecto de los agravios de legalidad en comento, razón por la que se reserva jurisdicción para tal efecto, ordenándose devolver los autos al Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, a fin de que analice los señalados argumentos.

27. Problemática jurídica a resolver. Esta Primera Sala considera que la cuestión a resolver en este recurso consiste en determinar si los argumentos planteados en los agravios formulados por la quejosa logran desvirtuar las razones expuestas por el juez de distrito que conoció del asunto para negar el amparo solicitado contra los artículos 1-A, fracción III, antepenúltimo y penúltimo párrafos y 9, fracción IX, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado (LIVA desde ahora) vigente en dos mil cinco. De esta forma, las interrogantes a responder son las siguientes:

· ¿El juez de amparo al dictar la sentencia recurrida omitió estudiar debidamente la litis de todos los conceptos de violación formulados por la quejosa en contra de los preceptos reclamados?
· ¿Es contrario al principio de legalidad tributaria el criterio del juez de distrito al resolver que los conceptos de establecimiento permanente y retención de contribuciones, sí pueden ser utilizados en las leyes fiscales sin necesidad de definirlos, dado que son de clara comprensión y no se refieren al objeto de la contribución?
· Si el juez federal consideró que el depósito fiscal permite retirar las mercancías para que sean importadas en forma definitiva, esto es, para ser introducidas en territorio nacional, ¿está reconociendo de manera implícita que antes del retiro definitivo la enajenación no se realiza en territorio nacional, al no haber sido importadas definitivamente las mercancías?
· ¿Confundió la litis el juez de amparo al analizar el concepto de violación segundo evidenciando que desconoce la forma en que el impuesto al valor agregado (IVA, enseguida) está estructurado, al fallar que el depósito fiscal no debe quedar exento de dicho impuesto?

· ¿Es equivocado el criterio del juez de amparo al resolver que los preceptos reclamados no ocasionan un fenómeno de doble tributación?

28. Primera interrogante: ¿El juez de amparo al dictar la sentencia recurrida omitió estudiar debidamente la litis de todos los conceptos de violación formulados por la quejosa en contra de los preceptos reclamados? 

29. En el agravio primero, en esencia, la recurrente aduce que en la sentencia recurrida no se estudió la litis planteada, en especial los argumentos hechos valer en contra de los artículos 1-A, fracción III y 9, fracción IX, de la LIVA.
30. Lo anterior, ante la falta de conocimiento por parte del juez de distrito del IVA, pues –señala– equivoca el estudio de todos los agravios de inconstitucionalidad planteados, por lo que debe revocarse la sentencia impugnada y concederse el amparo solicitado.
31. El argumento así expuesto es inoperante en virtud de que el juez de amparo sí estudió la litis planteada a partir de los conceptos de violación de la quejosa recurrente en los términos de la sentencia recurrida. Además, la recurrente no especifica ni señala de manera pormenorizada en cuál de todos los conceptos de violación que planteó en su demanda de amparo se equivocó el juez de distrito al estudiarlos. 
32. Entonces, si dicho agravio no contiene los elementos mínimos para su estudio, esta Sala no se encuentra en aptitud de realizar un análisis global del pronunciamiento que hizo el juez de amparo al estudiar los conceptos de violación en los términos de la sentencia recurrida. La inoperancia advertida se robustece con la jurisprudencia 3a./J. 17/91
.
33. En conclusión, la respuesta a la primera interrogante planteada es en sentido negativo, pues del simple análisis de la sentencia recurrida se advierte que el juez de amparo no omitió el estudio de la litis planteada, así como tampoco la recurrente señaló en cuál de “todos” los conceptos de violación que formuló se equivocó el juez de amparo para evidenciar la ilegalidad de su fallo.
34. Segundo cuestionamiento: ¿Es contrario al principio de legalidad tributaria el criterio del juez de distrito al resolver que el concepto de establecimiento permanente, sí puede ser utilizado en las leyes fiscales sin necesidad de definirlo, dado que es de clara comprensión y no se refiere al objeto de la contribución?
35. Los referidos argumentos formulados en el agravio segundo resultan inoperantes e infundados. Para arribar a esta conclusión, de entrada, debe aclararse que el solo señalamiento de que la sentencia recurrida viola el principio de legalidad tributaria deviene inoperante, en la medida en que el juez de amparo no podría conculcar dicho principio, pues el mismo se dirige y vincula al legislador al exigir que las contribuciones se establezcan en Ley, mas no al juzgador, ergo,              –como se dijo– no podría transgredir el aludido principio.
36. Con independencia de lo anterior, no asiste razón a la recurrente en cuanto a que es incorrecta la interpretación del juez federal para validar la constitucionalidad de la obligación de retención prevista en el artículo 1-A, fracción III, de la LIVA, al señalar que el concepto de establecimiento permanente –no definido claramente en la Ley– no viola el principio de legalidad tributaria.
37. En efecto, el juez de amparo resolvió, en lo fundamental, que si bien el concepto de establecimiento permanente no se encuentra claramente establecido en la Ley, ello es insuficiente para estimar conculcado el principio aludido, dado que en el ámbito fiscal dicho concepto tiene un uso que revela clara comprensión, entendiéndose por tal cualquier lugar de negocios en el que se desarrollan actividades empresariales. Además de que estimar que el legislador tiene que definir todos y cada uno de los conceptos que utiliza en la Ley, entonces tendría que realizar un catálogo de los mismos, lo que implicaría un imposible manejo de la legislación.
38. La determinación antes reseñada se encuentra ajustada a derecho, en virtud de que la interpretación armónica y sistemática de las leyes fiscales, implica que para lograr un mejor entendimiento y otorgar certeza y seguridad jurídica en su aplicación, es válido remitirse a conceptos que se manejan en la misma ley interpretada o en otras relacionadas con ella. Precisando que tal proceder de intelección por parte del juzgador no lleva a desconocer el mandato de aplicación estricta y de legalidad que rige a las disposiciones fiscales previsto en el artículo 5 del Código Fiscal de la Federación. En este sentido se ha pronunciado esta Suprema Corte en las jurisprudencias 3a./J. 18/91
 y 3a./J. 19/91
.
39. Así, en el caso para saber qué significa el término de “establecimiento permanente” señalado en el artículo 1-A, fracción III, de la LIVA vigente en 2005
, resulta válido legalmente acudir al concepto que de dicho término proporciona el artículo 2 de la Ley del Impuesto sobre la Renta
 (LISR de ahora en adelante) para el mismo ejercicio fiscal. Incluso, para efectos de saber qué no constituye “establecimiento permanente”, el artículo 3 del ordenamiento invocado
, establece una serie de conceptos al respecto.
40. Así, si para efectos de la LISR se establece un concepto amplio y ejemplificativo de establecimiento permanente, consistente en cualquier lugar de negocios en donde se desarrollen, total o parcialmente actividades empresariales o se presten servicios independientes, entendiéndose como tal, inter alia, las sucursales, agencias, oficinas, fábricas, talleres, instalaciones, minas, canteras o cualquier lugar de exploración, extracción o explotación de recursos naturales, es irrefutable que dicho concepto también cobra aplicación de manera supletoria para efectos de la LIVA, pues dicha aplicación se realiza a partir de la naturaleza fiscal de ambos ordenamientos. 
41. Además de que a falta de disposición expresa al respecto en la última Ley citada, y no existiendo alguna que lo prohíba, es factible acudir al concepto que establece la LISR, sin que se contravenga la intención del legislador, sino por el contrario, así existe completitud en la regulación normativa tributaria.
42. De esta forma, pues, cobra sentido el criterio del juez de amparo al resolver que el concepto de establecimiento permanente implica un lugar donde se realiza una actividad comercial, industrial o profesional […] que perdura en el tiempo; dado que, en esencia, existe identidad con el concepto previsto en la LISR.

43. Por las razones antes expresadas no es cierto –como lo afirma la recurrente– que al IVA, por no ser un impuesto personal sino global, no le sea aplicable el concepto de establecimiento permanente previsto en la LISR, dado que su distinta naturaleza deviene irrelevante para efectos de la aplicación de un concepto común que permita identificar cuál es el lugar de negocios fijo de una empresa para efectos fiscales. 

44. Así, la debida comprensión del concepto establecimiento permanente, no le impide a la recurrente cerciorarse si el extranjero enajenante cuenta o no con el mismo y, en caso de ser negativo, retener el IVA correspondiente.

45. De igual forma, el concepto de establecimiento permanente previsto en la LISR es aplicable a la LIVA con independencia de si se adquirieron o enajenaron bienes, en virtud de que la impugnación en amparo de la obligación de retención no conlleva –forzosamente y como se verá más adelante con detalle– la de la obligación principal, ni por ello es necesario analizar en primer término la naturaleza jurídica de ésta, pues cada una se configura de distinta forma y persigue finalidades diversas. Aunado a que al no ser un aspecto que integre un elemento esencial del IVA, no incide en la configuración del hecho imponible por el que se paga, y al ser así –como se dijo– es innecesario que primero se estudie la obligación principal y después la de retención.

46. Por ello, resulta válido constitucionalmente que el juez de amparo haya estimado que el legislador no tiene que definir todos y cada uno de los conceptos que utiliza en la Ley, pues de ser así, tendría que elaborar un catálogo de los mismos, lo que implicaría un imposible manejo de la legislación.

47. En ese contexto, y contrariamente a lo que aduce la recurrente, no carece de sentido que el juez de amparo haya resuelto que el concepto de establecimiento permanente no se refiera a los elementos esenciales cualitativos del tributo, dado que el principio de legalidad tributaria opera con especial intensidad en el caso de éstos, por lo que se exige su establecimiento a detalle en aras de cumplir con la obligación de contribuir de la manera más sencilla posible. No ocurriendo lo mismo en el caso de conceptos o términos que si bien tienen incidencia en el ámbito tributario, es posible –incluso conveniente– que se establezcan en otras leyes o fuentes de menor jerarquía –reglamentos, por ejemplo–. En tal sentido es aplicable la tesis aislada P. XLII/2006
.
48. En la especie, el hecho de que la LIVA no establezca qué debe entenderse por establecimiento permanente no conlleva a que se viole el principio de legalidad tributaria, atento a que el concepto de dicho establecimiento previsto en la LISR es aplicable a aquella Ley. 
49. Así, como lo resolvió el juez federal, no es necesario que el mencionado concepto esté definido detalladamente en la LIVA, como tampoco el que no lo esté implica que se introduzcan elementos ajenos al tributo, ya que de la interpretación armónica y sistemática de las aludidas leyes, se concluye la remisión normativa de una a otra para aplicar supletoriamente el concepto de establecimiento permanente, lo que permite cumplir con el principio de legalidad tributaria y, en consecuencia, se proporciona certeza y seguridad jurídica en la aplicación de dicho concepto.
50. Por otra parte, es infundado el argumento relativo a que lo primero que debe analizarse es si el obligado directo de la contribución causó la misma o no, esto es, si la enajenación de mercancías en depósito fiscal se considera o no realizada en territorio nacional, pues el régimen de depósito fiscal es para almacenar mercancías antes de ser introducidas en territorio nacional, tal y como lo dispone el artículo 24, fracción I, de la LIVA, de modo que si se importan mercancías, esto es, si se introducen en territorio nacional sujetas a depósito fiscal, cualquiera de los hechos previstos en las fracciones I a III del artículo 1 de la Ley invocada, no se da en territorio nacional, porque simple y sencillamente las mercancías no han sido introducidas al país.
51. Para evidenciar lo inexacto del planteamiento de la recurrente, es conveniente distinguir entre el hecho imponible que genera la obligación principal por la que se paga el IVA y el supuesto normativo que da origen a la obligación de retener el citado gravamen.
52. El hecho imponible consiste en:
[El] conjunto de presupuestos abstractos contenidos en las normas tributarias materiales y cuya concreta concurrencia (realización del hecho imponible) provoca la aplicación de determinadas consecuencias jurídicas. El hecho imponible, por así decirlo, es el reflejo del concreto “hecho de la realidad”. Sólo cuando se constate la existencia de hechos de la vida jurídica o económica que puedan subsumirse en los presupuestos de hecho habrá nacido una obligación tributaria; sólo entonces llega a nacer el crédito tributario del Estado
.

53. La actualización del hecho imponible, como se advierte con facilidad, tiene como consecuencia el nacimiento de la obligación tributaria que se traduce en el pago del tributo o contribución. Por el contrario, cualquier otro supuesto de hecho normativamente establecido en la Ley, por regla general no trae aparejada dicha consecuencia, aun cuando excepcionalmente podrá traerla consigo, como se verá a más adelante. 
54. Por lo anterior, podría adoptarse la misma terminología de hecho imponible tanto para obligación material (de pago) como para obligaciones de otro tipo que en un momento dado también generen esa obligación. Sin embargo, en aras de claridad conceptual sólo se utiliza el concepto de hecho imponible para hacer referencia a la que genera la obligación tributaria y supuesto normativo para la que produce los restantes tipos de obligaciones, incluso la de pago, como se ha dicho.
55. Tratándose del IVA, el artículo 1 de la ley respectiva vigente en 2005
, establece cuáles son los hechos imponibles que darán lugar al pago de la referida carga económica. Así, se tiene la obligación de cubrir el IVA por las personas físicas y jurídicas que en territorio nacional realicen los siguientes actos o actividades: a) enajenar bienes; b) prestar servicios independientes; c) otorgar el uso y goce temporal de bienes o, d) importar bienes o servicios. También el precepto en consulta establece, entre otras cosas, la tasa del 15% del impuesto y la obligación de traslado del mismo, así como el lugar de su pago. 
56. Ahora, por lo que se refiere al supuesto normativo de la obligación de retención prevista en el artículo 1-A, fracción III, de la LIVA, se configura legalmente sobre las personas físicas y morales a quienes se les traslade el impuesto, cuando, entre otros supuestos, adquieran bienes tangibles
, o los usen o gocen temporalmente
, que enajenen
 u otorguen residentes en el extranjero sin establecimiento permanente en el país.
57. Como puede verse existe una clara diferencia entre el hecho imponible por el cual se debe pagar el IVA, previsto en el artículo 1 de dicha Ley, y el supuesto normativo por el cual se debe retener el IVA en los términos del artículo 1-A, fracción III, del ordenamiento invocado, consistente en que cada uno responde a la regulación de una situación tributaria distinta. 
58. En el caso de la obligación de pago del IVA por haberse realizado en territorio nacional cualquiera de los actos o actividades gravados por el impuesto (enajenación de bienes, prestación de servicios independientes, otorgamiento del uso o goce temporal de bienes o importación de bienes y servicios). 
59. En el caso de la obligación de retención porque se traslada obligatoriamente el IVA y se actualiza de cualquiera de los supuestos mencionados (adquisición de bienes intangibles; uso o goce temporal de los mismos, enajenados y otorgados por residentes en el extranjero sin establecimiento permanente).

60. Lo expuesto se corrobora atendiendo a la finalidad que persigue cada uno de los preceptos analizados. La finalidad del hecho imponible que genera la obligación de pago del IVA es que el sujeto pasivo que lo realizó directamente cumpla efectivamente dicha obligación. En cambio, la finalidad del supuesto normativo que produce la obligación de retención obedece a asegurar el pago del IVA no a través del sujeto que lo realizó directamente, sino mediante un sujeto que no lo realizó, pero que, por disposición legal –1-A, fracción III,– se encuentra en el lugar de aquél y, por ende, obligado a efectuar la retención del IVA que se le traslada.
61. Las anteriores consideraciones entroncan de lleno con las temáticas relativas a la naturaleza de la retención y a la subjetividad tributaria. Temas que no obstante encontrarse íntimamente imbricados, se analizarán separadamente para su mejor entendimiento.
62. En la jurisprudencia de esta Suprema Corte la retención de impuestos se ha fundamentado en la facultad que tiene la autoridad hacendaria para controlar el impuesto y hacer más expedita su recaudación, pues no es una relación simple la que se entabla entre el Estado y el contribuyente que sólo implica la obligación de pago, sino por el contrario, es una relación compleja que trae aparejado un conjunto de derechos y obligaciones tributarias, entre las que se halla la de controlar el tributo mediante la imposición de la obligación de retención a terceros
.
63. Recientemente este Alto Tribunal ha sostenido que el retenedor del impuesto, tiene un carácter de auxiliar y coadyuvante de la administración tributaria en su recaudación
.
64. En el caso del IVA –como se dijo– la obligación de retención prevista en el artículo 1-A, fracción III, respecto de la adquisición de bienes intangibles, uso o goce temporal de los mismos, enajenados y otorgados por residentes en el extranjero sin establecimiento permanente, se genera por la diversa obligación de traslación del impuesto prevista en el artículo 1, párrafo tercero, de la LIVA.
65. Cierto, este último numeral dispone que el traslado obligatorio del IVA será en forma expresa y por separado a las personas que adquieran los bienes, los usen o gocen temporalmente o reciban los servicios. Además señala que por traslado del impuesto debe entenderse el cobro o cargo que el contribuyente debe hacer a dichas personas de un monto equivalente al impuesto establecido en la Ley, incluso cuando se retenga en los términos del artículo 1-A o 3, párrafo tercero de la misma.
66. Precisamente por la existencia de la obligación de pago y traslación del IVA, por una parte y, de la obligación retención, por otra,  es que debe analizarse cuál es la situación en la que se encuentran los sujetos de tales obligaciones y las diferencias que existen entre los mismos. Es así como entramos al estudio de los aspectos de la subjetividad tributaria, entendiéndose por ésta “[…] todos los supuestos o figuras de titularidad de situaciones jurídicas subjetivas [pasivas] establecidas en las normas tributarias”
. 
67. El sujeto pasivo del poder tributario del Estado y de las facultades de la autoridad fiscal es la persona física o jurídica que soporta su ejercicio en el más amplio sentido del término. Este es un concepto amplio que va más allá de la obligación material de pago del tributo incluyendo un cúmulo de obligaciones y deberes formales (hacer, no hacer, soportar, etc.) y que también implica situaciones subjetivas distintas del sujeto pasivo que realiza el hecho imponible –que por lo regular se denomina contribuyente–, esto es, de terceros como obligados tributarios –en donde se incardinan las figuras de la responsabilidad (solidaria o subsidiaria) y la sustitución tributaria
–. 

68. Por el contrario, el sujeto pasivo de la obligación tributaria –como se dijo, denominado contribuyente– es la persona física o jurídica que  tiene la obligación de pago del tributo por haber realizado el hecho imponible demostrativo, en su caso, de capacidad contributiva, soportando dicha carga en su patrimonio
.
69. En el derecho tributario mexicano no existe –como en otras latitudes
– una disposición legal en la que se establezca expresamente quién es el sujeto pasivo de la obligación tributaria y los distintos obligados tributarios. Lo que sí existe es una disposición que prevé quienes son los responsables solidarios con los contribuyentes. Nos referimos al artículo 26 del CFF.

70. Pues bien, sobre estas bases, el sujeto de la obligación tributaria de pago en el caso del artículo 1 de la LIVA es quien realiza los hechos imponibles antes mencionados. Es decir, enajena bienes, presta servicios independientes, otorga el uso o goce temporal de bienes o importa bienes y servicios. Son estos supuestos los criterios de atribución o imputación del hecho imponible al contribuyente.
71. Sin embargo, dado que el hecho imponible del IVA grava manifestaciones indirectas de capacidad contributiva atendiendo al patrimonio del consumidor final
, siendo su objeto el valor que se añade al realizar los actos o actividades gravadas por dicho tributo, el sujeto pasivo de la obligación de pagar el IVA al encontrarse obligado por Ley a trasladarlo
 –con los requisitos de Ley–, se convierte para estos efectos en el contribuyente formal (sujeto pasivo formal o contribuyente de derecho) de dicho impuesto, siendo el contribuyente material (sujeto pasivo material o contribuyente de facto),
 quien soporta el traslado definitivo del tributo y ya no lo puede realizar, esto es, el consumidor final.
72. Por otra parte, el sujeto pasivo del poder tributario del Estado, resulta ser el sujeto de obligación de retención, pues ésta se establece respecto a quienes se les traslade el impuesto por las siguientes situaciones: adquirir bienes intangibles, uso o goce temporal de los mismos, enajenados y otorgados por residentes en el extranjero sin establecimiento permanente. Son estos pues los criterios de atribución o imputación para tener la obligación de retención por parte del sujeto pasivo del poder tributario del Estado (retenedor).

73. Así, las principales diferencias entre el sujeto de la obligación tributaria de pago (contribuyente) y el sujeto pasivo del poder tributario (retenedor) son las siguientes: 

74. a) Conducta realizada: El primero realiza el hecho imponible por lo que ostenta su titularidad y, por regla general, la capacidad contributiva que el hecho imponible refleja. El segundo no, es un tercero que realiza un supuesto normativo que se interrelaciona con ese hecho, que la mayoría de las veces no es demostrativo de capacidad contributiva, aunque al realizarse se subroga en la titularidad del hecho imponible. 

75. b) Fundamento normativo: El primero tiene la obligación de pago del impuesto –que en el caso del IVA se traslada obligatoriamente pagándolo el consumidor final– por haber realizado el hecho imponible previsto en la Ley respectiva (disposición normativa primaria). El segundo tiene la misma obligación de pago pero no por actualizar el hecho imponible, sino por un mandato legal diverso a éste (artículo 1-A, fracción III, de la LIVA), que en el IVA es por no retener el impuesto que se le traslada (disposición normativa secundaria).
76. c) Posición jurídica: El primero tiene el lugar principal en el cumplimiento de la obligación tributaria de pago. El segundo por Ley está obligado al pago del impuesto en lugar de aquél, sustituyéndolo, siendo el único y verdadero sujeto obligado al pago. Por ello se ha dicho que en la sustitución tributaria existe una “[…] desviación sustancial [total o parcial] del normal proceso de imputación normativa de la obligación fiscal. En vez del sujeto pasivo, otro sujeto queda obligado al pago del tributo”
.

77. d) Naturaleza: El primero es el que satisface por regla general y en condiciones de normalidad la obligación tributaria de pago. El segundo es un garante personal de la obligación tributaria de pago no satisfecha por aquél, que facilita y simplifica la actividad recaudatoria de la autoridad fiscal actuando a título de auxiliar y coadyuvante de ésta, por lo que se establece como un especial mecanismo impositivo
.
78. Con base en lo expuesto, para efectos de cumplir con la obligación de retención prevista en el artículo 1-A, fracción III, de la LIVA, reclamado por la recurrente quejosa, no es necesario analizar en primer término si se actualizó o no el hecho imponible del IVA, dado que éste y el supuesto normativo de la retención responden a distintas naturaleza y finalidades, por lo que gozan de autonomía. Lo que no implica una autonomía total entre ellas, en razón de que existe una relación de precedencia entre las mismas, pues para que surja la de retención primero debe existir la de pago.

79. Aunque por distinta vía de entendimiento y razones, la Segunda Sala de esta Suprema Corte ha considerado en la jurisprudencia 2a./J. 135/2002, que los preceptos relativos a la obligación de retención no tiene relación con los hechos imponibles por los que se causa el IVA, es decir, son independientes, dado que se insertan en el procedimiento de traslación y acreditamiento que deben realizar los contribuyentes para determinar el monto al que asciende la contribución que deben enterar al fisco
.
80. No obstante lo anterior, cabe señalar que la enajenación de mercancías –bienes tangibles– en el régimen aduanero de depósito fiscal sí se considera realizada en territorio nacional y, consecuentemente, debe pagarse el IVA, como a continuación se procede a poner de relieve. 

81. Acorde a lo dispuesto en el artículo 119, párrafo octavo, de la Ley Aduanera
 (LA en lo que sigue), el régimen de depósito fiscal puede promoverse por personas físicas o morales residentes en el extranjero por conducto de agente o apoderado aduanal, conforme a los requisitos que establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP, en adelante) mediante reglas generales.

82. Así, es legalmente posible que un residente en el extranjero, una vez determinados los impuestos al comercio exterior y las cuotas compensatorias correspondientes, deje en el régimen aduanero de depósito fiscal bienes o mercancías con el objeto de enajenarlas a terceros o residentes en el extranjero, siempre que el almacén general de depósito manifieste su conformidad, y será el adquirente el que quede subrogado en los derechos y obligaciones respectivas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 122 de LA
.
83. Pero, ¿dicha enajenación de mercancías por parte del extranjero sin establecimiento permanente, que las depositó en el citado régimen aduanero, se realiza en territorio nacional para efectos del pago del IVA? Esta es precisamente la interrogante formulada por la recurrente quejosa.

84. Para proporcionar una respuesta a dicho planteamiento debe partirse de que el artículo 10 de la LIVA establece los supuestos en los cuales se entiende que la enajenación se lleva a cabo en territorio nacional
. Dentro de ellos, inter alia, prescribe que la enajenación de bienes se lleva a cabo en territorio nacional cuando en el país se realiza la entrega material del bien por el enajenante.
85. En esta tesitura, si el extranjero sin establecimiento permanente dejó en depósito fiscal las mercancías que pretende enajenar y éstas se entregarán materialmente por dicho enajenante al adquirente en el almacén general de depósito en donde están depositadas y que se ubica en territorio nacional, es inconcuso que la enajenación de tales mercancías se verificó en este último y, por ende, se actualiza el hecho imponible previsto en el artículo 1 fracción I, de la LIVA, consistente en que una persona física o jurídica en territorio nacional enajenó bienes, por lo que existe la obligación de pago del referido impuesto por parte del extranjero sin establecimiento permanente; claro, una vez que efectivamente se cobren las contraprestaciones y sobre el monto de cada una de ellas, en atención a lo dispuesto al artículo 11, párrafo primero, de la LIVA
. A este último respecto es aplicable la tesis aislada P. XII/90
.

86. Corrobora la interpretación realizada el hecho de que conforme a lo dispuesto en el artículo 3, fracción V, de la LISR, no se considera establecimiento permanente el régimen de depósito fiscal ni la entrega de los bienes o mercancías para su importación al país, en la medida en que por encontrarse tales bienes o mercancías en el almacén general de depósito y entregarse al importador –que es quien por lo general las adquirió– se consideran en territorio nacional. Aunado a que no existe disposición legal que prescriba que el depósito fiscal no se encuentra en territorio nacional.
87. De este modo, es cierto que el régimen de depósito fiscal es para el almacenamiento de bienes mercancías, pero no es cierto, como lo refiere la recurrente, que dicho régimen se actualiza antes de que éstas se introduzcan al país, sino precisamente para introducirlas o retirarlas del país bajo los regímenes de exportación o importación, respectivamente, de modo que una vez que se encuentran en depósito fiscal se consideran en territorio nacional.
88. En efecto, cabe señalar que por la enajenación de los bienes o mercancías en depósito fiscal por parte del extranjero se debe pagar IVA, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1, fracción I, de la LIVA. Asimismo, el adquirente de dichos bienes o mercancías debe pagar el IVA por la importación de los mismos al país, cuando los retire del almacén general de depósito en los que se encontraban bajo el régimen de depósito fiscal, esto es, por su introducción, ello con fundamento en el artículo 24, fracción I, de la LIVA
.
89. En ese orden de ideas, e inversamente a lo que alega la recurrente, el juez de amparo no se contradijo al sostener que quien adquiere las mercancías almacenadas en un depósito fiscal para ser importadas, tiene la obligación de cerciorarse de que quien le enajena los bienes         –persona extranjera– tenga establecimiento permanente en el país, pues en caso contrario deberá retener el impuesto al valor agregado, sustituyéndose al enajenante en la obligación de enterar el impuesto.

90. Lo expuesto, en atención a que la conclusión a la que arribó el juez de amparo, como precedentemente se puso de relieve por esta Primera Sala de la Suprema Corte, es factible derivarla de la interpretación de los artículos 1, fracción I, y 1-A, fracción III, de la LIVA.
91. De igual forma, es infundado el argumento relativo a que el juez de amparo pretende que la obligación de retener está reconocida en el artículo 26 del Código Fiscal de la Federación; sin embargo, la fracción I de dicho artículo señala que tal obligación nace de la Ley respectiva, pero el artículo reclamado no prevé en forma ni precisa el concepto de establecimiento permanente, ni proporciona elementos para que pueda cerciorarse si un extranjero cuenta o no con establecimiento permanente al momento de realizar la enajenación.
92. Lo inexacto del argumento vertido reside en que la obligación de retener contenida en el artículo 1-A, fracción III, de la LIVA, de acuerdo con el artículo 26, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, es una de las formas de responsabilidad con los contribuyentes. En concreto es una forma de sustitución tributaria de responsabilidad solidaria. 
93. Sin embargo, el hecho de que el precepto reclamado no señale de manera clara qué debe entenderse por establecimiento permanente, como se dijo, no viola el principio de legalidad, pues lo que debe entenderse por tal concepto se encuentra previsto en el artículo 2 de la LISR, que es aplicable al interpretar armónica y sistemáticamente los referidos ordenamientos normativos, permitiendo una aplicación supletoria de dicho concepto de establecimiento permanente.
94. Además, el diseño normativo del artículo 1-A, fracción III, de la LIVA, permite que la obligación del retenedor del impuesto se realice cuando se efectúa la enajenación y compra de los bienes o mercancías por parte de un extranjero sin establecimiento permanente, por lo que en esos supuestos (venta y compra) debe cerciorarse si el extranjero cuenta o no con establecimiento permanente, entendiéndose por éste el concepto previsto en el artículo 2 de la LISR. De esta forma, entonces, el precepto reclamado sí proporciona los elementos para cerciorarse si el extranjero cuenta o no con establecimiento permanente.
95. Respondida la interrogante previamente formulada, procede entonces que pasar a la siguiente pregunta.
96. Tercera interrogante: si el juez federal consideró que el depósito fiscal permite retirar las mercancías para que sean importadas en forma definitiva, esto es, para ser introducidas en territorio nacional, ¿está reconociendo de manera implícita que antes del retiro definitivo la enajenación no se realiza en territorio nacional, al no haber sido importadas definitivamente las mercancías?

97. En los párrafos precedentes se sentaron las bases a partir de las cuales es posible proporcionar una respuesta a la pregunta realizada.
98. En ese contexto, el argumento formulado por la recurrente en el agravio tercero carece de razón, en atención a que si bien es cierto que el juez de amparo resolvió que el depósito fiscal permite retirar las mercancías para que sean importadas en forma definitiva, ello no implica que esté reconociendo de manera implícita que antes de ese retiro, la enajenación de bienes y mercancías no se realiza en territorio nacional al no haberse importado definitivamente.

99. Lo anterior, en virtud de que el juez de distrito resolvió que quien adquiere las mercancías almacenadas en un depósito fiscal para ser importadas, tiene la obligación de cerciorarse de que quien le enajena los bienes o mercancías –persona extranjera– tenga establecimiento permanente en el país, pues en caso contrario deberá retener el impuesto al valor agregado, sustituyéndose al enajenante en la obligación de enterar el impuesto.

100. De esa forma, de la argumentación vertida en la sentencia recurrida por parte del juez de amparo en ningún momento se colige –explícita ni implícitamente– que haya considerado que antes del retiro definitivo de los bienes o mercancías, su enajenación no se realiza en territorio nacional, al no haber sido importadas definitivamente las mercancías, sino que dicha conclusión se deriva de la interpretación que realizó la recurrente quejosa, que por lo demás –como se ha tenido oportunidad de evidenciar– es incorrecta.

101. En estas condiciones, sí es posible legalmente –con base en el artículo 1-A, fracción III, de la LIVA– llegar a la conclusión a la que arribó el juez de amparo, consistente en que quien adquiere esas mercancías o bienes en depósito fiscal deba cerciorarse de que la persona extranjera no tiene establecimiento permanente en el país, pues en oposición a lo que aduce la recurrente, la persona física o moral que adquiere los bienes o mercancías en depósito fiscal es quien realiza el hecho imponible previsto en el artículo 1, fracción IV, en relación directa e inmediata con el diverso numeral 24, fracción I, ambos de la LIVA, dado que la adquisición de bienes o mercancías en esas condiciones (depósito fiscal) implica que para efectos del referido ordenamiento tributario importa dichos bienes o mercancías al ser quien los introduce al territorio nacional de manera definitiva.

102. Asimismo, la recurrente aduce que el pretendido obligado directo del impuesto al valor agregado es el extranjero sin establecimiento permanente, por lo que cómo es posible que se le obligue a retener un “impuesto directo” al obligado directo que no realizó el hecho imponible y, por ende, no está obligado al pago de la contribución. Por lo que al no establecer con claridad que la enajenación de bienes en depósito fiscal está gravada, precisando el hecho generador respectivo, atendiendo a que la estructura del impuesto al valor agregado implica que los bienes que se enajenan en depósito fiscal están exentos, es que no se cumple con el principio de proporcionalidad y equidad previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución.
103. El agravio sintetizado resulta infundado, en razón de que como se explicitó, el sujeto de la obligación tributaria en el caso de enajenación de bienes en depósito fiscal, es el extranjero sin establecimiento permanente, dado que él es quien realiza el hecho imponible por el cual se causa el IVA, consistente en la enajenación de bienes en territorio nacional, previsto en el artículo 1, fracción IV, de la LIVA.

104. Por ende, en el caso de que esas mercancías se adquieran por una persona física o moral, ésta tiene la obligación de cerciorarse de si dicho extranjero cuenta o no con establecimiento permanente en el país, acorde a lo dispuesto en el artículo 1-A, fracción III, de la LIVA, pues de no existir dicho establecimiento, el adquirente o comprador se sustituye al extranjero (contribuyente) en el cumplimiento de la obligación de pago que le corresponde por la enajenación de bienes. 
105. Por las razones expresadas, el juez de amparo, en oposición a lo que alega la recurrente, sí estudio la litis planteada de manera correcta, por lo que no debe revocarse la sentencia recurrida.
106. Cuarta pregunta: ¿confundió la litis el juez de amparo al analizar el concepto de violación segundo evidenciando que desconoce la forma en que el impuesto al valor agregado está estructurado, al fallar que la enajenación de bienes en el régimen de depósito fiscal no debe quedar exenta de dicho impuesto?
107. La recurrente sostiene en su agravio cuarto, en esencia, que no es aplicable lo transcrito por el juez de amparo respecto de la exposición de motivos de abril de 2002 del IVA, porque simple y sencillamente se refiere a la exportación y no a la importación, las cuales se regulan por la LIVA en dos apartados diferentes y con tratamiento totalmente distinto. La modificación a dicha exposición de motivos, tanto para IVA como para ISR, es para la industria maquiladora de exportación, supuesto en el cual no se encuentra la quejosa. Además, las reformas a las que se refirió el juez de amparo tienen que ver con la adecuación del ISR y a la figura del establecimiento permanente, no al IVA.

108. Así, señala la recurrente que como el juez de amparo vio que la exposición de motivos que citó hacía referencia al establecimiento permanente y al artículo 9, fracción IX, de la LIVA, pretende aplicarla, pero de su análisis se advierte que ni siquiera entendió que dicho documento se refiere a las modificaciones que en materia de empresas maquiladoras exportadoras se realizó para efectos de ISR y sólo colateralmente para IVA, no refiriéndose a la importación de mercancías, mucho menos a que la enajenación de éstas en depósito fiscal se considere en territorio nacional.

109. Los planteamientos sintetizados son inoperantes. En principio, cabe señalar que la quejosa recurrente hizo valer, a grandes rasgos, en su segundo concepto de violación, que el artículo 9, fracción IX, de la LIVA
, transgrede el principio de equidad tributaria, al no señalar con precisión que el depósito fiscal se encuentra exento sin necesidad de algún programa de comercio exterior específico.

110. A esa causa de pedir, el juez de amparo resolvió que el precepto y porción normativa reclamados no conculcan el citado principio, pues el tratamiento desigual que se establece con respecto al depósito fiscal, se justifica en virtud de que obedece a una política fiscal del Estado Mexicano a efecto de incentivar, en un inicio, el desarrollo de la industria maquiladora de exportación bajo el régimen de establecimiento permanente –que era el que generaba más divisas– a través de distintas reformas a la LISR, en concreto, a sus numerales 2 y 216-Bis, por lo que se consideró necesario realizar adecuaciones a la LIVA, ya que de no hacerlo persistiría la problemática de transferencias entre empresas que operan bajo regímenes de importación temporal y de depósito fiscal, lo que incidía de manera negativa en la generación de cadenas productivas en nuestro país. Ello de conformidad con los fines extrafiscales precisados en la exposición de motivos de 11 de abril de 2002. 

111. Además, citó la exposición de motivos de 7 de noviembre de 2002, en donde se propuso la adición de la fracción IX, del artículo 9 de la LIVA
, en la cual, grosso modo, se dijo que se establecía el tratamiento aplicable a las enajenaciones de bienes que realizan empresas que cuentan con programas de maquila o de importación temporal para producir artículos de exportación o que cuentan con regímenes similares en los términos previstos por la legislación aduanera. Por estas razones se consideró establecer la exención contenida en los preceptos reclamados.

112. A mayor abundamiento determinó que la exención contenida en la fracción impugnada, no da un trato diverso a las mercancías que se encuentren bajo el régimen de depósito fiscal, sino que a quien da un trato diferenciado es a los contribuyentes que se encuentren en los supuestos que prevé, siempre que las mercancías estén, entre otros supuestos, en depósito fiscal.
113. En ese contexto, como puede concluirse, el juez federal utilizó las razones de dos exposiciones de motivos para justificar el trato desigual alegado por la recurrente. La primera de 11 de abril de 2002 y la segunda de 7 de noviembre del mismo año. 

114. De esa manera si el agravio de la recurrente se dirige a combatir la inaplicabilidad de las razones de la primera iniciativa sin decir nada respecto de la segunda exposición de motivos, es claro que resulta inoperante por insuficiente, pues no impugna todas y cada una de las consideraciones que al respecto vertió el juez federal en la sentencia recurrida para, con base en dichos documentos legislativos desestimar el argumento de que el precepto reclamado viola el principio de equidad tributaria. Por ende, existe un impedimento técnico para analizar el agravio sintetizado. En este sentido resultan aplicables la tesis aislada 3a. LXVIII/91
 y la jurisprudencia 2a./J 188/2009
.

115. No es obstáculo a la referida conclusión que el agravio de la recurrente se encuentre formulado en términos generales en contra de la aplicación de la exposición de motivos de 11 de abril de 2002, porque simple y sencillamente se refiere a la exportación y no a la importación, dado que aun cuando en ambas exposiciones de motivos se haga alusión a la exportación, ello no implica que se impugnen las dos, pues cada de ellas hizo alusión a diversos motivos que manifestó el legislador para la creación de los preceptos reclamados y que fueron retomados por el juzgador para declarar su constitucionalidad, por lo que si no se atacaron todas y cada una de esas razones, resulta inoperante el agravio expuesto.
116. En adición a lo anterior, y de manera diversa a lo alegado por la recurrente, la exposición de motivos de 11 de abril de 2002 que el juez federal citó en la sentencia recurrida sí resulta aplicable para validar la constitucionalidad del artículo y fracción combatidos, en razón de que con motivo de las reformas a la LISR debió adecuarse la LIVA para erradicar la problemática de transferencias entre empresas que operan bajo regímenes de importación temporal y de depósito fiscal, lo que incidía de manera negativa en la generación de cadenas productivas en nuestro país; de modo que las razones que expresó el legislador y retomó el juzgador sirven para justificar la distinción de trato denunciada y concluir que no se viola el principio de equidad tributaria.

117. Por otra parte, en el mismo agravio señalado, la recurrente aduce que la justificación del trato diferenciado manifestada por el juez de amparo en la sentencia recurrida, es incorrecta pues sólo estudió un concepto de exento dejando de hacerlo respecto de los demás que debió estudiar con base en fines extrafiscales.

118. Es inoperante el agravio resumido en virtud de que la justificación de la inequidad alegada no es incorrecta, dado que el juez federal sólo se encontraba obligado a examinar el supuesto de exención previsto en la fracción IX, del artículo 9 de la LIVA, que se impugnó por la quejosa recurrente, no así todos y cada uno de los establecidos en el referido artículo, pues las restantes hipótesis de exención no fueron materia de litis, por lo que no existía ni existe obligación alguna del juez federal de pronunciarse al respecto.

119. Además, alega la recurrente que tampoco es cierto, como se afirma en la sentencia, que la fracción impugnada sólo otorga un trato diferenciado a ciertos contribuyentes, pues se olvida que el segundo párrafo de la misma, establece que no se pagará el impuesto en la enajenación de cualquier tipo de bien que se encuentre sujeto a régimen aduanero de recinto fiscal estratégico, absteniéndose de analizar toda la exención en su conjunto, en concreto, cuál es la política fiscal que permite exentar un recinto fiscal estratégico y no un depósito fiscal.

120. Que es más, en virtud de que el depósito fiscal permite diferir la importación definitiva hasta que se saque de ese régimen, es que debería estar exenta del IVA, por ser un régimen similar, cualquier enajenación que se realice de bienes afectos a ese régimen por parte de residentes en el extranjero con o sin establecimiento permanente.

121. Al igual que los precedentes agravios, el antes referido es infundado. De entrada debe precisarse que es cierto que en la argumentación vertida por el juez federal en la sentencia recurrida no existió referencia alguna al segundo párrafo de la fracción IX del artículo 9 de la LIVA, sino por el contrario, se analizó de manera global la exención que establece. 

122. Sin embargo, ese proceder no implica –como lo pretende la recurrente– que se haya ignorado la porción normativa a la que hace alusión (segundo párrafo) para justificar la exención impugnada, sino en todo caso lo que ocurrió es que los argumentos que el juez federal vertió para tal efecto también son aplicables al segundo párrafo de la fracción IX del artículo 9 de la LIVA.
123. Ello es así, ya que si las razones de política fiscal y de adecuación de los ordenamientos fiscales (LISR y LIVA) que se manifestaron por el legislador en las exposiciones de motivos del precepto reclamado y que se tomaron en consideración por el juez federal en la sentencia recurrida, versan sobre algunos de los regímenes aduaneros contenidos en la LA (importación temporal, depósito fiscal, entre otros), por mayoría de razón tales razones son aplicables a la enajenación de cualquier tipo de bienes que se encuentren sujetos al régimen aduanero de recinto fiscal estratégico. Máxime cuando éste se actualiza de manera accesoria a un recinto fiscal, fiscalizado o portuario, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 14-D, párrafo primero, de la LA
. 
124. Por lo antes explicitado, la respuesta a la pregunta inicialmente formulada es negativa, ya que el juez de amparo no confundió la litis al analizar el concepto de violación segundo formulado por la quejosa, ni tampoco desconoce la forma en que el IVA está estructurado al fallar que la enajenación de bienes en el régimen de depósito fiscal no debe quedar exenta del referido impuesto.
125. Quinta interrogante: ¿Es equivocado el criterio del juez de amparo al resolver que los preceptos reclamados no ocasionan un fenómeno de doble tributación?
126. Los argumentos compendiados en el agravio quinto devienen infundados e inoperantes.

127. Para empezar, no asiste razón a la recurrente cuando alega que el juez federal no entendió la estructura de la LIVA ni cómo se determina la doble tributación, en los términos de la tesis aislada I.15o.A.173 A
, que establece que una misma capacidad económica puede verse afectada por varios tributos a la vez, ya que en oposición a lo que considera y como ha quedado de manifiesto precedentemente, el juez de amparo no debió –como lo hizo– iniciar el análisis del supuesto normativo de retención a partir del hecho imponible del IVA, en virtud de que se trata de dos hipótesis distintas e independientes que responden a naturaleza y fines disímiles.

128. De esa forma, tanto en el hecho imponible del IVA como en el supuesto normativo de retención, se encuentran claramente identificados cuáles son los hechos gravados demostrativos de capacidad contributiva. En el primero la realización de cualquiera de los actos o actividades en territorio nacional por las cuales se paga el impuesto (enajenar bienes; prestar servicios independientes; otorgar el uso y goce temporal de bienes o importar bienes o servicios). En el segundo, por mandato legal al no retenerse el impuesto que se traslade por la adquisición de bienes tangibles, su uso o goce temporal o que se enajenen u otorguen a residentes en el extranjero sin establecimiento permanente, el retenedor se coloca en lugar de éste para efectos del pago del IVA. Si bien este último supuesto normativo per se no detona capacidad contributiva, es por Ley que esa capacidad se atribuye a otro, quien se sustituye al titular de la misma.

129. Así, no es cierto –como lo alega la recurrente– que una misma capacidad contributiva se grave por dos contribuciones, sino por el contrario, se trata de dos capacidades contributivas diversas. Tampoco es cierto que no existan dos fuentes de riqueza distinta, ya que tanto la enajenación de bienes o mercancías causa el IVA de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, fracción I, de la Ley respectiva, como también la adquisición de bienes en depósito fiscal, de acuerdo con el artículo 24, fracción I, del mismo ordenamiento, pues se grava por el ingreso de los bienes o mercancías a territorio nacional a título de importación. 

130. Ahora, la razón del por qué se establece la obligación de retención a extranjeros sin establecimiento permanente es porque al no tener un lugar de negocios fijo para efectos fiscales y, entonces, escapar del poder tributario del Estado mexicano, el legislador crea el mecanismo normativo fiscal de retención obligando al sujeto que la realiza a ponerse en el lugar del extranjero que efectuó el hecho imponible por el cual se debe pagar IVA.
131. Por ello, el precedente antes señalado y que citó el juez federal en la sentencia recurrida sí resulta aplicable al caso para explicitar en qué consiste el fenómeno de la doble tributación.
132. Lo anterior, al margen de que el juez de amparo sí consideró que los preceptos reclamados generaban una doble carga tributaria. Sin embargo, en la narrativa argumentativa que se viene desarrollando, no es factible que los preceptos reclamados generen una situación de doble tributación o imposición.
133. Por las mismas razones, es inoperante el argumento de la recurrente, relativo a que el juez federal en su ignorancia sólo observó dos hechos gravados: la enajenación y la adquisición, de forma que resulta absurdo e incongruente su razonamiento, pues la adquisición o compra no esta gravada por el artículo 1 de la LIVA.
134. Tal inoperancia responde a que con independencia de las razones vertidas por el juez de amparo, como se manifestó con antelación, la adquisición de bienes o mercancías en depósito fiscal se encuentra gravada por el IVA a título de importación, pues el adquirente será quien las introduzca al país –bajo el régimen de importación definitiva–, en los términos del artículo 24, fracción I, de la LIVA, no así por la sola compra, como lo consideró el juez inferior.
135. En el mismo orden de ideas, son infundados los siguientes argumentos: 
· Que es inverosímil y contradictoria la afirmación del juez de amparo en cuanto a que el residente en el extranjero debe trasladar el impuesto en forma expresa y por separado al comprador que adquiere la mercancía para su importación a territorio nacional, ya que es incongruente al no analizar el hecho gravado consistente en si la enajenación de mercancía en depósito fiscal se realiza o no en territorio nacional. 

· Dicha incongruencia evidencia que si el comprador adquiere mercancía para su introducción en territorio nacional, entonces el extranjero sin establecimiento permanente que la enajena no la ha introducido al territorio nacional, ni tampoco ha realizado el hecho generador de enajenar, y si no ha actualizado los supuestos normativos para el pago del IVA, no hay fundamento que lo obligue a trasladar el impuesto respectivo en forma expresa y por separado.

· Pero incluso –afirma la recurrente–, suponiendo que la “brillante afirmación” del juez de amparo sea cierta, el comprador que adquiere las mercancías tiene que retener el IVA al extranjero, trasladarlo y separarlo en comprobante fiscal, de conformidad con las disposiciones fiscales mexicanas, a pesar de que no tiene establecimiento permanente. De esta forma, entonces, el juez de distrito no analizó debidamente la litis planteada.

136. Lo anterior, porque tales apreciaciones giran en torno a la premisa de que previamente a examinar la obligación de retención del IVA establecida en los preceptos reclamados, debió estudiarse si se realizó o no el hecho imponible por parte de a quien se le debe retener, lo cual como se vio no es así por las razones antes expresadas.
137. La recurrente sigue alegando que la retención del impuesto se da en razón de que un extranjero sin establecimiento permanente puede llegar a enajenar bienes en territorio nacional, pero las autoridades mexicanas al no poder controlar tal situación, aun cuando haya enajenado bienes en territorio nacional, no pueden obligarlo a emitir comprobantes fiscales. Sin embargo en forma inconstitucional pretenden que quienes realizan actos con dicho extranjero –como la recurrente– se cerciore de si tienen o no establecimiento permanente, cuando quien realiza tal tipo de operaciones no tiene la capacidad jurídica ni el interés de ese hecho, pues quien realiza el primer hecho gravado por la LIVA es quien importa la mercancía, por lo que cualquier enajenación anterior –contrario sensu– no se realizó en territorio nacional, porque había sido introducida, no había sido importada, de modo que es necesario que exista una norma que delimite en forma específica que la enajenación en depósito fiscal está exenta, aun cuando el almacén general de depósito se encuentra en territorio nacional y la mercancía también.
138. Dicho argumento también resulta infundado, porque como se ha señalado el legislador al diseñar el supuesto normativo de retención previó la imposibilidad material que existe para obligar al residente en el extranjero sin establecimiento permanente al pago del IVA, por lo que en atención a dicho estado de cosas creó la porción legal impugnada con el efecto de poner en el lugar de dicho extranjero –que es sujeto de la obligación tributaria de pago– al retenedor, en aras del cumplimiento efectivo de la respectiva obligación.
139. Pero tal diseño normativo no conculca la Constitución, pues la obligación de cerciorarse de si el extranjero tiene o no establecimiento permanente en el país, es independiente de si el retenedor tiene o no la capacidad jurídica y el interés por hacerlo, dado que la porción legal es imperativa y no de cumplimiento voluntario. Aunado a que –se insiste– no es necesario que para analizar la obligación de retención primero se tenga que verificar si se realizó o no el hecho imponible por el cual se retiene. Máxime cuando –como con antelación se precisó– esta Suprema Corte ha sostenido que el cumplimiento de la obligación de contribuir conlleva no solamente la del pago del tributo, sino también de obligaciones formales, dentro de éstas, la de retención del mismo.

140. En este orden de ideas, si el juez de amparo hizo referencia al impuesto sobre ingresos mercantiles en la sentencia recurrida para analizar la obligación de retención impugnada, fue precisamente porque la recurrente quejosa en su concepto de violación segundo aludió a que la intención del legislador al crear la LIVA fue la de abolir ese impuesto (sobre ingresos mercantiles) aprovechando la ventaja y la naturaleza jurídica que implican los impuestos tipo valor agregado, la neutralidad interior y exterior.
141. No obstante ello, del análisis de la sentencia recurrida en ningún momento se advierte que el juez comparó el impuesto sobre ingresos mercantiles con el IVA.
VII. DECISIÓN
142. Por lo anteriormente expuesto y fundado, queda firme la negativa de amparo por lo que se refiere a los artículos 1-A, fracción III, y 9, fracción IX, ambos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado vigente en dos mil cinco.
143. En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

R E S U E L V E:
PRIMERO. En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a ********** contra los artículos 1-A, fracción III, y 9, fracción IX, ambos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado vigente en dos mil cinco.

TERCERO. Se reserva jurisdicción al Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, y se devuelven los autos a que este toca se refiere para los efectos precisados en el apartado VI, párrafos 23 a 26 de esta ejecutoria.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos al Tribunal Auxiliar de referencia y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien se reserva el derecho de formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz (Ponente), Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo.
Firman el Ministro Presidente de la Primera Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA
MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO

PONENTE
MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ
SECRETARIO DE ACUERDOS
DE LA PRIMERA SALA 

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES.
En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II y 13, fracción IV de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� Cuaderno del Juicio de Amparo 1222/2011-VII, fojas 71 a 116.


� Lo cual se advierte del escrito de demanda que obra de la foja 3 a 64 del cuaderno de amparo.


� Cuaderno del Juicio de Amparo 1222/2011-VII, fojas 117 y 118.


� Ibídem, foja 293.


� Ibídem, foja 296.


� Ibídem, fojas 298 a 346.


� Ibídem, fojas 392 a 420.


� Ibídem, fojas 364 a 376.


� Ibídem, foja 440.


� Toca 228/2012 del tribunal colegiado, fojas 47 y 48.


�Ibídem, foja 65.


� Ibídem, foja 69.


� Ibídem, fojas 74 a 97.


� Toca del Amparo en Revisión 674/2012, fojas 51 y 52.


� Ibídem, foja 54.


� Cuaderno del Juicio de Amparo 1222/2011-VII, foja 117.


� Ibídem, foja 118.  


� Octava Época, Semanario Judicial de la Federación, tomo VII, abril de 1991, página 23, de rubro: “AGRAVIO INOPERANTE. LO ES SI SE ALEGA QUE NO SE EXAMINARON TODOS LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN PERO SIN HACER ESPECIFICACIÓN ALGUNA”.


� Octava Época, Semanario Judicial de la Federación, tomo VII, abril de 1991, página 24, de rubro: “LEYES FISCALES. LA INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE SUS NORMAS NO CONTRAVIENE LOS PRINCIPIOS DE INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN ESTRICTA Y DE LEGALIDAD QUE RIGEN EN DICHA MATERIA”.


� Ibídem, p. 25, de rubro: “LEYES FISCALES. LA REMISIÓN DE UN ORDENAMIENTO A OTROS EN MATERIA FISCAL, PARA EFECTOS DE INTERPRETACIÓN DE SUS NORMAS, PUEDE HACERSE MIENTRAS NO EXISTA PRECEPTO ESPECÍFICO QUE LA PROHIBA”.


� “Artículo 1-A. Están obligados a efectuar la retención del impuesto que se les traslade, los contribuyentes que se ubiquen en alguno de los siguientes supuestos:


[…] 


(REFORMADA, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 2002)


III. Sean personas físicas o morales que adquieran bienes tangibles, o los usen o gocen temporalmente, que enajenen u otorguen residentes en el extranjero sin establecimiento permanente en el país”. 


� “Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se considera establecimiento permanente cualquier lugar de negocios en el que se desarrollen, parcial o totalmente, actividades empresariales o se presten servicios personales independientes. Se entenderá como establecimiento permanente, entre otros, las sucursales, agencias, oficinas, fábricas, talleres, instalaciones, minas, canteras o cualquier lugar de exploración, extracción o explotación de recursos naturales.


No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando un residente en el extranjero actúe en el país a través de una persona física o moral, distinta de un agente independiente, se considerará que el residente en el extranjero tiene un establecimiento permanente en el país, en relación con todas las actividades que dicha persona física o moral realice para el residente en el extranjero, aun cuando no tenga en territorio nacional un lugar de negocios o para la prestación de servicios, si dicha persona ejerce poderes para celebrar contratos a nombre o por cuenta del residente en el extranjero tendientes a la realización de las actividades de éste en el país, que no sean de las mencionadas en el artículo 3o. de esta Ley.


En caso de que un residente en el extranjero realice actividades empresariales en el país, a través de un fideicomiso, se considerará como lugar de negocios de dicho residente, el lugar en que el fiduciario realice tales actividades y cumpla por cuenta del residente en el extranjero con las obligaciones fiscales derivadas de estas actividades.


Se considerará que existe establecimiento permanente de una empresa aseguradora residente en el extranjero, cuando ésta perciba ingresos por el cobro de primas dentro del territorio nacional u otorgue seguros contra riesgos situados en él, por medio de una persona distinta de un agente independiente, excepto en el caso del reaseguro.


De igual forma, se considerará que un residente en el extranjero tiene un establecimiento permanente en el país, cuando actúe en el territorio nacional a través de una persona física o moral que sea un agente independiente, si éste no actúa en el marco ordinario de su actividad. Para estos efectos, se considera que un agente independiente no actúa en el marco ordinario de sus actividades cuando se ubique en cualquiera de los siguientes supuestos:


I. Tenga existencias de bienes o mercancías, con las que efectúe entregas por cuenta del residente en el extranjero.


II. Asuma riesgos del residente en el extranjero.


III. Actúe sujeto a instrucciones detalladas o al control general del residente en el extranjero.


IV. Ejerza actividades que económicamente corresponden al residente en el extranjero y no a sus propias actividades.


V. Perciba sus remuneraciones independientemente del resultado de sus actividades.


VI. Efectúe operaciones con el residente en el extranjero utilizando precios o montos de contraprestaciones distintos de los que hubieran usado partes no relacionadas en operaciones comparables.


Tratándose de servicios de construcción de obra, demolición, instalación, mantenimiento o montaje en bienes inmuebles, o por actividades de proyección, inspección o supervisión relacionadas con ellos, se considerará que existe establecimiento permanente solamente cuando los mismos tengan una duración de más de 183 días naturales, consecutivos o no, en un periodo de doce meses.


Para los efectos del párrafo anterior, cuando el residente en el extranjero subcontrate con otras empresas los servicios relacionados con construcción de obras, demolición, instalaciones, mantenimiento o montajes en bienes inmuebles, o por actividades de proyección, inspección o supervisión relacionadas con ellos, los días utilizados por los subcontratistas en el desarrollo de estas actividades se adicionarán, en su caso, para el cómputo del plazo mencionado.


(ADICIONADO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 2002)


No se considerará que un residente en el extranjero tiene un establecimiento permanente en el país, derivado de las relaciones de carácter jurídico o económico que mantengan con empresas que lleven a cabo operaciones de maquila, que procesen habitualmente en el país, bienes o mercancías mantenidas en el país por el residente en el extranjero, utilizando activos proporcionados, directa o indirectamente, por el residente en el extranjero o cualquier empresa relacionada, siempre que México haya celebrado, con el país de residencia del residente en el extranjero, un tratado para evitar la doble imposición y se cumplan los requisitos del tratado, incluyendo los acuerdos amistosos celebrados de conformidad con el tratado en la forma en que hayan sido implementados por las partes del tratado, para que se considere que el residente en el extranjero no tiene establecimiento permanente en el país. Lo dispuesto en este párrafo, sólo será aplicable siempre que las empresas que lleven a cabo operaciones de maquila cumplan con lo señalado en el artículo 216-Bis de esta Ley.


(ADICIONADO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 2002)


Para los efectos de este artículo se entiende por operación de maquila la definida en los términos del Decreto para el Fomento y Operación de la Industria Maquiladora de Exportación”. 


� “Artículo 3. No se considerará que constituye establecimiento permanente:


I. La utilización o el mantenimiento de instalaciones con el único fin de almacenar o exhibir bienes o mercancías pertenecientes al residente en el extranjero.


II. La conservación de existencias de bienes o de mercancías pertenecientes al residente en el extranjero con el único fin de almacenar o exhibir dichos bienes o mercancías o de que sean transformados por otra persona.


III. La utilización de un lugar de negocios con el único fin de comprar bienes o mercancías para el residente en el extranjero.


IV. La utilización de un lugar de negocios con el único fin de desarrollar actividades de naturaleza previa o auxiliar para las actividades del residente en el extranjero, ya sean de propaganda, de suministro de información, de investigación científica, de preparación para la colocación de préstamos, o de otras actividades similares.


V. El depósito fiscal de bienes o de mercancías de un residente en el extranjero en un almacén general de depósito ni la entrega de los mismos para su importación al país”.


� Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXIII, mayo de 2006, página 15, de rubro: “LEGALIDAD TRIBUTARIA. EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY ES DE CARÁCTER RELATIVO Y SÓLO ES APLICABLE TRATÁNDOSE DE LOS ELEMENTOS QUE DEFINEN A LA CUANTÍA DE LA CONTRIBUCIÓN”.


� Hensel, Albert, Derecho Tributario, Marcial Pons, Madrid-Barcelona, 2005, p. 154.


� “Artículo 1. Están obligadas al pago del impuesto al valor agregado establecido en esta Ley, las personas físicas y las morales que, en territorio nacional, realicen los actos o actividades siguientes:


I. Enajenen bienes.


II. Presten servicios independientes.


III. Otorguen el uso o goce temporal de bienes.


IV. Importen bienes o servicios.


(REFORMADO, D.O.F. 27 DE MARZO DE 1995)


El impuesto se calculará aplicando a los valores que señala esta Ley, la tasa del 15%. El impuesto al valor agregado en ningún caso se considerará que forma parte de dichos valores.


(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1998)


El contribuyente trasladará dicho impuesto, en forma expresa y por separado, a las personas que adquieran los bienes, los usen o gocen temporalmente, o reciban los servicios. Se entenderá por traslado del impuesto el cobro o cargo que el contribuyente debe hacer a dichas personas de un monto equivalente al impuesto establecido en esta Ley, inclusive cuando se retenga en los términos de los artículos 1o.-A o 3o., tercer párrafo de la misma.


(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1998)


El contribuyente pagará en las oficinas autorizadas la diferencia entre el impuesto a su cargo y el que le hubieran trasladado o el que él hubiese pagado en la importación de bienes o servicios, siempre que sean acreditables en los términos de esta Ley. En su caso, el contribuyente disminuirá del impuesto a su cargo, el impuesto que se le hubiere retenido.


El traslado del impuesto a que se refiere este artículo no se considerará violatorio de precios o tarifas, incluyendo los oficiales”.


� De conformidad con lo dispuesto en el artículo 5, párrafo cuarto, de LIVA, “[…] son bienes intangibles los que se pueden tocar, pesar o medir; […]”


� Los dos primeros párrafos del artículo 19 de LIVA establecen el concepto de uso o goce de bienes, entendiéndose por tal, “[…] el arrendamiento, el usufructo y cualquier otro acto, independientemente de la forma jurídica que al efecto se utilice, por el que una persona permita a otra usar o gozar temporalmente bienes tangibles, a cambio de una contraprestación.


(ADICIONADO, D.O.F. 15 DE DICIEMBRE DE 1995)


Se dará el tratamiento que esta Ley establece para el uso o goce temporal de bienes, a la prestación del servicio de tiempo compartido.


[…]”


� En cuanto al concepto de enajenación el artículo 8 de la LIVA establece una remisión normativa a lo dispuesto al respecto en el artículo 14 del CFF.


� En esencia, ése fue el criterio que se sustentó por el Pleno en la tesis aislada correspondiente a la Séptima Época, Semanario Judicial de la Federación 6, primera parte, página 144, de rubro: “IMPUESTOS, RETENCIÓN DE, CON CARGO A TERCEROS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA)”.


� Al respecto véase la jurisprudencia 2a./J. 52/2004, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XIX, mayo de 2004, página 557, de rubro: “IMPUESTO SOBRE LA RENTA. SU RETENCIÓN POR EL PATRÓN AL EFECTUAR EL PAGO DE ALGÚN CONCEPTO QUE LA LEY RELATIVA PREVÉ COMO INGRESO POR LA PRESTACIÓN DE UN SERVICIO PERSONAL SUBORDINADO, CONSTITUYE ACTO DE APLICACIÓN PARA EFECTOS DEL AMPARO, Y ES SUSCEPTIBLE DE GENERAR LA IMPROCEDENCIA POR CONSENTIMIENTO TÁCITO, SIEMPRE Y CUANDO EN EL DOCUMENTO RESPECTIVO SE EXPRESEN LOS CONCEPTOS SOBRE LOS CUALES SE EFECTÚA DICHA RETENCIÓN Y SU FUNDAMENTO LEGAL” y la jurisprudencia 2a./J. 36/2008, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVII, abril de 2008, página 683, de rubro: “RENTA. LA RETENCIÓN DEL IMPUESTO RELATIVO NO CONDUCE A TENER POR CIERTOS LOS ACTOS DE APLICACIÓN Y EJECUCIÓN DE LA LEY ATRIBUIDOS A LAS AUTORIDADES HACENDARIAS, PERO SÍ ES APTA PARA PROMOVER AMPARO CONTRA DICHA LEY”.


� Pérez de Ayala, José Luis, “La subjetividad tributaria”, en Amatucci, Andrea (dir.), Tratado de Derecho Tributario, Bogota, Temis, 2001, t. II, p. 158.


� González, Eusebio y González, Teresa, Derecho tributario, Salamanca, Plaza Universitaria, 2004, pp. 229 a 238.


� Por ello se sostiene por Jarach, Dino, El hecho imponible, Buenos Aries, Abeledo-Perrot, 1971, p. 168, que “El contribuyente es el sujeto que está obligado al pago del tributo por título propio […] obligado por naturaleza, porque con respecto a él se verifica la causa jurídica del tributo.”


� Artículos 35 y 36 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria Española.


� Al respecto es aplicable la tesis aislada P. IX/2005, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXI, marzo de 2005, página 7, de rubro: “PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. ALCANCE DE DICHO PRINCIPIO EN RELACIÓN CON LOS IMPUESTOS INDIRECTOS”.


� Obligación de traslado cuya constitucionalidad se ha validado en la tesis aislada P. XI/97, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo V, febrero de 1997, página 191, de rubro: “VALOR AGREGADO, IMPUESTO AL. LAS HIPÓTESIS DE SU TRASLACIÓN REFLEJAN EXACTAMENTE LA MISMA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA, INDEPENDIENTEMENTE DE LA SITUACIÓN ECONÓMICA DE LOS CONSUMIDORES FINALES”.


� La terminología de “sujeto pasivo material” y “sujeto pasivo formal” ha sido utilizada por esta Suprema Corte en la jurisprudencia P./J. 52/2002, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XVII, enero de 2003, página 5, de rubro: “BIENES Y SERVICIOS SUNTUARIOS, EFECTOS DE LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO CONTRA EL ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN, QUE ESTABLECE UN IMPUESTO A LA ENAJENACIÓN CORRESPONDIENTE (DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DEL PRIMERO DE ENERO DE DOS MIL DOS)”. En cuanto al término contribuyente de derecho y contribuyente de facto, véase la tesis aislada P. IX/2005, citada supra.


� Parlato, Andrea, “El responsable y el sustituto del impuesto”, en Amatucci, Andrea (dir.), Tratado…, op. cit., p. 212.


� Por ello se ha dicho por Parlato que “[a]l sustituto se lo consideró como inserto en una especie de ‘pignoración’ hacia terceros en la cual se omite la ejecución del deudor directo [Pugliese], o bien fue calificado como ‘intermediario para la recaudación del tributo’ [Buhler], ‘órgano de recaudación de la administración financiera’ [Myrbahc Rheinfeld], ‘sucesor de la deuda impositiva’ [Blumienstein], representante ex lege [Ukcmar], ‘sustituto en las relaciones obligatorias de derecho público’ [Bodda]. Otros autores asimilaron la subrogación en relación con la deuda [Betti y Maffezzoni], a la cesión legal del crédito [D´Amati], a la declaración pasiva de pago [Cocivera]”. Ibídem, p. 214.


� Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XVI, diciembre de 2002, página 255, de rubro: “VALOR AGREGADO. EL SISTEMA DE RETENCIÓN ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 1o. Y 1o.-A DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO MODIFICA LA AFECTACIÓN PATRIMONIAL QUE EL REFERIDO TRIBUTO GENERA A LOS CONTRIBUYENTES QUE EN EL PERIODO RESPECTIVO TIENEN UN SALDO A CARGO, POR LO QUE PARA ABORDAR EL ESTUDIO DE SU EQUIDAD RESULTA IRRELEVANTE CUÁL ES EL HECHO IMPONIBLE QUE AQUÉLLOS REALIZAN”.


� “Artículo 119. […]


(ADICIONADO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1996)


Las personas físicas o morales residentes en el extranjero, podrán promover el régimen de depósito fiscal por conducto de agente o apoderado aduanal, conforme a los requisitos de llenado del pedimento que establezca la Secretaría mediante reglas”. 


� “Artículo 122. Las mercancías destinadas al régimen de depósito fiscal, que se encuentren en almacenes generales de depósito autorizados, podrán ser adquiridas por terceros y residentes en el extranjero, siempre que el almacén manifieste su conformidad. El adquirente quedará subrogado en los derechos y obligaciones correspondientes”.


� (REFORMADO PRIMER PARRAFO, D.O.F. 26 DE DICIEMBRE DE 1990) 


“Artículo 10. Para los efectos de esta Ley, se entiende que la enajenación se efectúa en territorio nacional, si en él se encuentra el bien al efectuarse el envío al adquirente y cuando, no habiendo envío, en el país se realiza la entrega material del bien por el enajenante. La enajenación de bienes sujetos a matrícula o registros mexicanos, se considerará realizada en territorio nacional aun cuando al llevarse a cabo se encuentren materialmente fuera de dicho territorio y siempre que el enajenante sea residente en México o establecimiento en el país de residentes en el extranjero.


Tratándose de bienes intangibles, se considera que la enajenación se realiza en territorio nacional cuando el adquirente y el enajenante residan en el mismo”.


� (REFORMADO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 2002)


“Artículo 11. Se considera que se efectúa la enajenación de los bienes en el momento en el que efectivamente se cobren las contraprestaciones y sobre el monto de cada una de ellas”.


[…]


� Octava Época, Semanario Judicial de la Federación, tomo V, primera parte, enero a junio de 1990, página 61, de rubro: “VALOR AGREGADO. MOMENTO EN QUE SE GENERA EL IMPUESTO POR ENAJENACIÓN DE BIENES”.


� “Artículo 24. Para los efectos de esta Ley, se considera importación de bienes o de servicios:


(REFORMADA, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1980)


I. La introducción al país de bienes”.


� “Artículo 9. No se pagará el impuesto en la enajenación de los siguientes bienes:


[…]


(ADICIONADA, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 2002)


IX.- La de bienes efectuada entre residentes en el extranjero o por un residente en el extranjero a una persona moral que cuente con un programa autorizado conforme al Decreto que Establece Programas de Importación Temporal para Producir Artículos de Exportación o al Decreto para el Fomento y Operación de la Industria Maquiladora de Exportación o un régimen similar en los términos de la Ley Aduanera, o sean empresas de la industria automotriz terminal o manufacturera de vehículos de autotransporte o de autopartes para su introducción a depósito fiscal, siempre que los bienes se hayan exportado o introducido al territorio nacional al amparo de un programa autorizado conforme a los decretos mencionados o de un régimen similar en los términos de la legislación aduanera o se trate de las empresas mencionadas, y los bienes se mantengan en el régimen de importación temporal, en un régimen similar de conformidad con la Ley Aduanera o en depósito fiscal.


(ADICIONADO, D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 2002)


Tampoco se pagará el impuesto en la enajenación de cualquier tipo de bienes que se encuentren sujetos al régimen aduanero de recinto fiscalizado estratégico”.


� Aunque en la sentencia recurrida se dice que es de la LA, en realidad corresponde a la LIVA.


� Octava Época, Semanario Judicial de la Federación, tomo VIII, agosto de 1991, página 83, de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES. SON AQUELLOS QUE NO COMBATEN TODAS LAS CONSIDERACIONES CONTENIDAS EN LA SENTENCIA RECURRIDA”. 


� Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXX, noviembre de 2009, página 424, de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS EN LOS QUE SE PRODUCE UN IMPEDIMENTO TÉCNICO QUE IMPOSIBILITA EL EXAMEN DEL PLANTEAMIENTO QUE CONTIENEN”.


� “Artículo 14-D. Las personas que tengan el uso o goce de un inmueble dentro o colindante con un recinto fiscal, fiscalizado o recinto portuario, tratándose de aduanas marítimas, fronterizas, interiores de tráfico ferroviario o aéreo, podrán solicitar al Servicio de Administración Tributaria la habilitación de dicho inmueble en forma exclusiva para la introducción de mercancías bajo el régimen de recinto fiscalizado estratégico y la autorización para su administración. El inmueble habilitado se denominará recinto fiscalizado estratégico”.


� Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXXIV, julio de 2011, página 2007, de rubro: “DOBLE O MÚLTIPLE TRIBUTACIÓN. SE ACTUALIZA ANTE LA IDENTIDAD DE OBJETO DE DOS O MÁS CONTRIBUCIONES”.
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